Carátula 


(Ingresa a Sala una delegación del Colegio de Abogados del Uruguay) 


Damos la bienvenida a esta delegación del Colegio de Abogados del Uruguay, integrada por 
su Presidente, el doctor Carlos Pérez Novaro, y la Vicepresidenta, doctora Griselda Volonterio. 


Queremos pedirles disculpas por la demora. La discusión con los jubilados es siempre 
compleja y la verdad es que en esta ocasión se nos escapó un poco de control, al generarse un cierto 
debate que, dadas sus características, no podía cortarse, y tanto los señores Senadores que 
intervinieron, como los jubilados, se vieron en la necesidad de expresar lo que sentían. 


Con mucho gusto les damos la palabra. 
SEÑORA VOLONTERIO.- Buenos días a todos, y muchas gracias por recibirnos. 


Antes que nada, quiero dejar constancia del motivo de mi presencia en el día de hoy que, 
además de tener que ver, por supuesto, con el hecho de estar acompañando al Presidente del Colegio 
del Abogados, se relaciona, fundamentalmente, con mi proyección en la vida gremial. Jamás he tenido 
actividad político-partidaria, pero desde siempre he realizado actividad gremial. Integré el Colegio de 
Abogados en el año 1984, en calidad de miembro del Directorio como joven egresada y también ejercí 
la Presidencia de la Agrupación Universitaria del Uruguay. Formé parte del Directorio del Colegio en 
varias oportunidades y, por lo tanto, mi interés -reitero- es absolutamente gremial. 


Asimismo, quiero manifestar que el Colegio como tal, nuclea abogados que ejercen la 
Abogacía de diferentes modos, pero la gran mayoría todavía brinda un servicio personal a los clientes, 
no en forma empresarial. En definitiva, podemos afirmar que no ejercemos un comercio, sino que 
brindamos un servicio personalizado. Por esa razón, planteamos que no se nos puede considerar 
empresa y, en virtud de ello, estamos bregando por nuestra propuesta con respecto al proyecto de ley 
de reforma tributaria. 


A los efectos de no tomar demasiado tiempo a los señores Senadores, que sabemos tienen 
una agenda sumamente apretada, voy a dejar en el uso de la palabra al Presidente del Colegio de 
Abogados, doctor César Pérez Novaro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que la doctora ha hecho hincapié en el carácter estrictamente 
técnico de su representación, exenta de cualquier connotación de tipo político, quiero aclarar que 
puede tener la absoluta seguridad de que es en ese carácter que son recibidas todas las delegaciones 
que vienen a hacer sus planteamientos. Es un valor adquirido por nuestro Parlamento y por todos los 
partidos políticos que lo integran, el de que la concurrencia a una Comisión del Senado -por ejemplo, 
en ocasión de discutirse el Presupuesto o la Rendición de Cuentas- constituye un derecho de los 
ciudadanos y nosotros, como Legisladores elegidos por ellos, simplemente estamos cumpliendo con 
una obligación que, en modo alguno, puede desvirtuar la naturaleza de la comparecencia de las 
personas que aquí llegan a hacer sus planteamientos. 


SEÑORA VOLONTERIO.- Simplemente, quería dejar claro el carácter gremial -he actuado como 
gremialista toda la vida- de mi presencia en esta Comisión. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Continuando con el tema que manejaba el señor Presidente de la 
Comisión, quiero manifestar que venimos a este ámbito como integrantes de la sociedad civil. 


Nuestro interés es el de dar nuestro punto de vista sobre algunos aspectos del proyecto de ley 
de reforma tributaria y, especialmente, la forma en que se pretende gravar las rentas de un colectivo 
que, en este caso, somos los profesionales universitarios, quienes a la vez integramos un colectivo 
mayor, que es el de los prestadores de servicios personales fuera de la relación de dependencia. 


Luego de habernos ubicado en el aspecto antes mencionado, si bien podríamos hacer 
muchas consideraciones sobre el proyecto de ley, nos vamos a limitar, exclusivamente, a las que 
afectan en forma directa a quienes venimos a representar. 


Por otra parte, de todas las observaciones que podríamos hacer sobre este proyecto, vamos 
a priorizar, por razones de tiempo, las que consideramos más grave o trascendente. Sabemos que el 
tiempo es oro para todos y, por tal razón, queremos poner el énfasis en el punto que nos parece más 
relevante. 


La situación planteada es que el proyecto de reforma tributaria grava a los profesionales 
universitarios -en este caso, a los abogados- en sus rentas. Hasta el momento, por diversas decisiones 
de los Legisladores, no teníamos gravamen alguno sobre nuestras rentas. No tenemos ninguna 
observación respecto a estar gravados por las rentas, más aún cuando este proyecto grava las rentas 
de todos, hasta de los jubilados, y de algunos sujetos que eventualmente puedan tener capacidad 
contributiva, pero no vamos a ingresar en ese punto. Lo que queremos subrayar es la forma en que 
está diseñado este proyecto y cómo se afecta el ejercicio profesional y la seguridad jurídica, en este 
caso, de los profesionales universitarios y de los abogados, en particular. 


El artículo 5% del proyecto establece las rentas comprendidas en el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas y plantea la inclusión preceptiva de los prestadores de servicios personales que 
superen... 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Estamos hablando del artículo 5* del IRPF? 
SEÑOR NOVARO.- Me estoy refiriendo al artículo 5? del IRAE. 


Lamentablemente, así como está aprobado el proyecto, modifica un Texto Ordenado; 
técnicamente, esto no lo es lo mejor, ya que ocasiona problemas para ubicarlo. 


El Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas (IRAE) plantea, dentro de sus 
aspectos subjetivos, quiénes están comprendidos dentro de él. En su artículo 5% se incluye 
preceptivamente a quienes son prestadores de servicios personales que superen el límite que 
establezca el Poder Ejecutivo. Quiere decir que los profesionales universitarios, en este caso los 
abogados, los prestadores de servicios personales, van a estar gravados por el Impuesto a la Renta de 
las Personas Físicas, salvo que superen un límite, luego del cual se van a incluir preceptivamente en el 
IRAE. Esto supone, entonces, que se gravará la gran mayoría de quienes prestamos determinados 
servicios que, tal como explicó la Vicepresidenta del Colegio, son de carácter personal, ya que no 
hacemos propaganda ni combinamos capital y trabajo, como sucede en las empresas. 


SEÑOR RUBIO.- Hay una confusión, porque existe un artículo que se remite a muchos y ocasiona este 
tipo de problemas. Estamos hablando del artículo 3% del proyecto, que hace alusión al Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas, y al mismo tiempo se remite al Texto Ordenado de 1996 y a su 
artículo 5%, que está en la página 6. Supongo que el doctor Pérez Novaro se refiere a cuando dice que 
también deberán tributar IRAE quienes obtengan rentas comprendidas en el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas por servicios personales prestados fuera de la relación de dependencia, cuando tales 
rentas superen el límite que establezca el Poder Ejecutivo. Esto figura en el último párrafo de la página 
6. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Agradezco al señor Senador Rubio la aclaración, porque nos permite 
ubicar el tema sobre el que estamos hablando. 


Decíamos, entonces, que estos prestadores de servicios personales, fuera de la relación de 
dependencia, van a estar gravados, en principio, por el Impuesto a la Renta a las Personas Físicas, 
salvo en dos hipótesis: la primera circunstancia es que opten voluntariamente por el Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas, y la segunda que superen el límite que en el futuro establezca 
el Poder Ejecutivo. Entonces, hay que tomar en cuenta esta situación y la forma cómo los abogados - 
que es a quienes representamos- y todos los prestadores de servicios profesionales y profesionales 
universitarios obtienen sus rentas. En el caso de los profesionales universitarios, no combinamos 
capital y trabajo; nuestro capital es la idoneidad, que hemos adquirido en nuestros estudios 
universitarios y en la actualización profesional permanente. Nuestros clientes no acuden por razones 
comerciales o de marketing, sino como fruto de una cadena normal de confianza. Además, el abogado 
cumple una función pública: es esencial en el proceso porque sin él, éste no existiría. Repito: es 
fundamental para la existencia misma del proceso porque en muchos casos es necesario inventar una 
contraparte para que pueda existir dicho proceso. El abogado, muchas veces, cumple tareas de 
curador de bienes, por lo que se desprende que no tiene una relación típica con el cliente. 


Todas estas circunstancias llevan a pensar que el abogado no es una empresa y, por ende, 
no es conveniente que sea tratado tributariamente como si lo fuera. El Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas, obviamente, grava las rentas empresariales y, por lo tanto, a las empresas, 
es decir, a aquellos que combinan capital y trabajo. Entonces, nuestra observación fundamental es la 
inclusión preceptiva. Consideramos que si bien hay algunos estudios jurídicos, consultoras o quienes 
pueden estar organizados en algo parecido a una empresa, la gran mayoría de los egresados 
universitarios que ejercen, siguen actuando artesanalmente, sin combinar capital y trabajo. Por esta 
razón, y no por otra, el Legislador del año 1974 nos dejó fuera del IRIC y no se trata, como se ha dicho, 
de que seamos privilegiados por ello. Fue una decisión legislativa y fundamentalmente aclaratoria de 
que no estábamos comprendidos en las rentas empresariales, porque no éramos empresas 
comerciales. 


Ahora bien: en la medida en que este proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes delega una competencia -que el constituyente le otorgó al Legislador en exclusividad- 
al Poder Ejecutivo -como es la de establecer la existencia, estructura y cuantía de la obligación 
tributaria y la forma en cómo van a estar gravadas las rentas- viola el principio de legalidad. Esta 
violación afecta el principio de legalidad que tiene recepción constitucional en este país y en todo el 
mundo. 


En resumen, consideramos que esta violación -que no es la única que nos afecta- se puede 
subsanar eliminando la disposición del proyecto. Asimismo, esta eliminación no va a traer ninguna 
consecuencia negativa para la propia Administración o recaudación del Impuesto, porque ya está 
arbitrado en las propias soluciones de estructura diseñadas en el proyecto, cuando se establece que a 
determinados contribuyentes les va a servir más pagar el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas que Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Quiere decir que quienes estructuraron 
este Impuesto -que para nada podemos decir que son novatos- arbitraron esa solución. El Colegio de 
Contadores, Economistas y Administradores del Uruguay cuenta con una especie de formulario en el 
que se establece que a partir de determinadas cifras de rentas gravadas, al contribuyente le conviene 
más pagar el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas que el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. 


SEÑOR MICHELINI.- El tema específico radica en el inciso final del artículo 5%. Entonces, quisiera 
saber si su preocupación tiene que ver con dónde va a fijar el límite el Poder Ejecutivo o con que allí 
hay una doble imposición. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- No, nuestra inquietud radica en dónde se van a poner límites. Diría que 
aquí hay un vicio formal que no se puede delegar. Este tema formal es clarísimo y, hasta ahora, no 
hemos escuchado ningún argumento que haga decaer la inconstitucionalidad que hemos marcado. Por 
otra parte, también se está afectando la seguridad jurídica porque el contribuyente -hay que ponerse de 
su lado- no sabe cómo va a estar gravado; entonces, empieza a ejercer su actividad y, naturalmente, 
comienza a facturar, pero va a llegar un momento en que conocerá el límite. 


Esto es lo que sucede con todos los límites cuantitativos que se establecen, puesto que 
siempre tienen el riesgo de poner al contribuyente en la situación de pensar que si sigue facturando 
así, va a terminar pasándose y, finalmente, estará gravado de una forma diferente. ¿Cuál es la 
diferencia para un profesional entre estar gravado por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas o 
por el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas? La diferencia es importante. 


En primer lugar, si está gravado por el IRPF, va a ser por el total facturado menos el 30% y a 
ese total facturado, prácticamente, le va a poder hacer escasísimas deducciones que están previstas 
en el proyecto. Por tanto, puede decirse que prácticamente se trata de un gravamen a la renta bruta. 
Ahora bien, ¿qué sucede si está gravado por el IRAE? En ese caso, va a tener que pagar el 25% de la 
renta neta -los ingresos brutos menos los gastos debidamente documentados que se consideren 
necesarios para obtener y conservar la fuente de renta- y, además, el Impuesto al Patrimonio sin 
mínimo imponible por los bienes que estuvieren afectados a las actividades profesionales gravadas, a 
una tasa proporcional del 1,5%. Los bienes para el Impuesto al Patrimonio van a valuarse de acuerdo 
con las normas del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, o sea de las empresas, y va 
a comprender bienes de activo fijo, muebles o inmuebles afectados a la actividad gravada, y se van a 
valuar por su costo revaluado, menos las amortizaciones. Para ello, evidentemente, será ineludible 
mantener una contabilidad, con lo cual, además del costo tributario que va a tener que pagar este 
profesional, tendrá que contratar un contador para que le lleve dicha contabilidad. Entonces, la 
contabilidad se va a transformar en un costo añadido al que debe pagar por el Impuesto a la Renta. A 


su vez, no se justificaría una contabilidad para un profesional cuyo número de operaciones son diez, 
quince o veinte en todo el mes. Si se trata de una empresa que expide miles de facturas, es obvio que 
necesita la contabilidad para ordenar toda esa actividad, pero en el caso de un sujeto que sólo va a 
tener diez o quince facturas y únicamente va a poder descontar la luz, el teléfono y muy poco más del 
IVA -porque no los va a poder descontar del Impuesto a la Renta de las Personas Físicas- no se 
justifica el costo de un contador. 


Por estas razones, vemos que se les plantea un problema a estos abogados -que nosotros 
llamamos “de a pie”- que trabajan individualmente, muchas veces en su propia casa o en un estudio 
alquilado, y cuyo nivel de ingresos, dada la plétora profesional que existe actualmente, no tiene nada 
que ver con el que existía en la década del cincuenta o del sesenta. Si en un momento determinado 
alguno de estos profesionales tiene la suerte de conseguir una buena sucesión o un buen juicio -que 
quizás le lleve siete u ocho años terminarlo, porque todos sabemos que esos juicios demoran bastante 
tiempo- cuando lo termine se va a encontrar con que superó el límite preceptivo del Impuesto a las 
Rentas de las Actividades Económicas; entonces, va a entrar en la opción de hierro: factura o no 
factura. De manera que, por razones de comodidad fiscal, estamos poniendo a quien debemos cuidar - 
que es nuestro cliente, el que va a pagar el Impuesto- en la disyuntiva terrible de si factura o no factura. 
Creo que esta consideración es muy importante desde el punto de vista de la futura seguridad jurídica. 


Las reglas tienen que quedar claras; la gente tiene que saber a qué atenerse, y cuál y cómo 
va a ser efectivamente el pago del impuesto, cosa que hoy no sabe. 


Hemos mantenido una serie de conversaciones, no sólo con Legisladores; hemos ido a la 
Cámara de Representantes a plantear esta situación, pero también hemos hablado con asesores del 
Ministerio -con un café, no con actas- y nadie nos ha podido decir cuál va a ser ese límite. Esto 
conlleva una gran inseguridad jurídica y no es bueno que un impuesto de estas características termine 
siendo tachado inútilmente de inconstitucional, y que además se pueda estar afectando la propia 
estabilidad de la solución tributaria. Evidentemente, para modificar un límite establecido en una ley se 
necesitan 130 voluntades; en cambio, para modificar un límite reglamentario establecido, sólo se 
necesitan dos: la del Presidente y la del Ministro de Economía y Finanzas. Por lo tanto, es mucho más 
fácil modificar un límite establecido de esta forma. 


Lamentablemente, el procedimiento por el que el Legislador delega la fijación de estos límites 
-así como de otros tratamientos tributarios trascendentes- se ha venido reiterando en las últimas 
décadas, y aquí hay dos soluciones posibles: ajustarse a la Constitución o reformarla. No se puede 
seguir eludiendo el cumplimiento de las normas constitucionales por una razón: en nuestro país, la 
costumbre no es fuente de Derecho. Una norma constitucional violada no pierde vigencia por el hecho 
de que cuarenta, cincuenta o mil leyes la hayan vulnerado y no exista un pronunciamiento jurisdiccional 
que las declare inconstitucionales. 


SEÑOR RUBIO.- Quisiera ver si entendí bien el planteamiento. 


Por debajo de un límite -que no sabemos cuál es- el profesional tiene una deducción del 30% 
por concepto de gastos, y a la diferencia con su ingreso bruto, se le aplicaría por tramos el Impuesto a 
la Renta de las Personas Físicas, en forma progresiva. El problema es que en algunos casos, por 
encima de determinado límite, le resulta antieconómico, inconveniente, aportar por el Impuesto a la 
Renta de las Personas Físicas, y le resultaría mejor hacerlo por el Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas. 


Pongamos el ejemplo de un dentista que tiene un cierto volumen de actividad, donde puede 
darse un importante flujo permanente, con considerables costos de materiales y de insumos, por lo que 
la diferencia como renta neta en realidad es menor; a ese profesional le conviene aportar el 25% sobre 
esa renta neta, que implica una suma menor que tributar por el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas. Esta es la situación para muchos profesionales que tienen costos importantes para realizar su 
actividad. 


Ustedes nos plantean que en el caso de los abogados puede haber una situación mucho más 
imprevisible, pues no existe un flujo permanente y, de repente, pueden ganar un juicio muy importante, 
por el que reciban un ingreso significativo, que supere el límite, lo que hasta les ocasionaría un 
perjuicio. ¿Cuál es el límite estimado por los contadores por encima del cual está calculado que resulte 
inconveniente tributar por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas? 


Hago esta pregunta como curiosidad, porque lo podemos preguntar al Ministerio de Economía 
y Finanzas y tener rápidamente una respuesta. Quiero tener una idea, porque como Legisladores 
recién estamos ingresando al tema. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Quiero aclarar que cuando hablo de los contadores me refiero al Colegio 
de Contadores, Economistas y Administradores -no a los del Ministerio- que hicieron un cuadro en dos 
colores, aunque no me acuerdo exactamente de las cifras. 


Cuando el profesional tiene una importante carga de personal -o sea, de obligaciones 
personales o salariales- como así también un tipo de cliente al que, efectivamente, le tiene que 
aparecer una sola factura, siempre le va a convenir el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas. Creo que estas estructuras, que se ha dicho que se pretende gravar con el IRAE, van a 
ingresar voluntariamente -porque les sirve- sin necesidad de la inclusión preceptiva. Lo que nosotros 
decimos, en este caso, es que se le quita libertad al profesional, y sobre todo al que no tiene una 
estructura, no tiene secretaria -o tiene una sola- y muchas veces tiene que trabajar con otro 
profesional para un mismo cliente. Imaginemos un cliente que contrata a dos abogados, porque son 
especialistas en materias diferentes y complementan sus conocimientos. Hoy, si decidieran dividirlo, 
cada uno le facturaría lo que corresponde y le mandaría una factura por el 50%, o uno de los dos 
facturaría y el otro le refacturaría a este profesional; sin embargo, en el futuro, cada uno tendrá que 
facturar por separado, obligatoriamente. ¿Por qué? Porque no se pueden descontar las facturas de 
otros profesionales en el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Por ejemplo, si un cliente me 
consulta acerca de un tema del que no sé mucho, puedo decidir consultar con un colega, pero en ese 
caso no voy a aparecer sólo yo, que fui el originalmente consultado, sino ambos. Entonces, de esta 
manera, se está afectando el ejercicio. 


SEÑOR HEBER.- Me parece claro lo que están diciendo los invitados sobre estos temas, que son 
todos preocupantes, pero luego de la lectura de los artículos me quedan algunas dudas sobre uno de 
ellos y quizás me las puedan disipar los integrantes de la delegación. 


Supongamos que tenemos un Estudio con diez abogados en situación de dependencia. En 
ese caso, por un lado, el Estudio deberá pagar el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas y, por otro, los dependientes tendrían que liquidar el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas. Entonces, me pregunto si en ese caso no habría una doble tributación, porque es producto del 
trabajo de esos abogados que aporta el Estudio. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Puede haber una doble tributación en la medida en que los profesionales 
actúen fuera de la situación de dependencia y, por lo tanto, facturen al Estudio. En ese caso, 
obviamente, van a estar gravados los profesionales y, probablemente, también la estructura 
empresarial. Lo que sucede es que esta última va a poder deducir las facturas de sus dependientes; en 
cambio, un abogado “de a pie”, común y corriente, no va a poder deducir la factura que le envía otro 
profesional. 


Esto es más grave si se piensa en términos de recaudación del impuesto, y voy a explicar el 
porqué. Nosotros habíamos propuesto que con todos los contribuyentes del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas se pudiera descontar la facturación de otros contribuyentes. La base de este 
razonamiento es la oposición de intereses. En materia tributaria, todo se basa en la existencia de 
oposición de intereses y, si no existe, se trata de crearla en forma artificial. El problema es que la 
estructura actual de la administración tributaria apunta a otro tipo de control tributario, que se basa en 
la creación de sujetos de retención en la fuente. 


En cuanto a la situación de los profesionales frente al Impuesto al Valor Agregado, 
obviamente, si estamos hablando de una empresa, no va a tener ningún costo, pero el problema surge 
si se trata de Juan Pérez o de Zulema Rodríguez. Acá juega el aspecto personal, ya que no es una 
relación a través de un mostrador con una persona que no conocemos, sino que puede ser una 
relación de años. 


SEÑOR MICHELINI.- Los abogados o contadores pueden tener un cliente específico y quizá una 
facturación muy alta. Entonces, si estamos hablando de un profesional que, incluso, subcontrata a 
otros y tiene una facturación anual muy elevada, obviamente le va a convenir tributar por el Impuesto a 
las Rentas de las Actividades Económicas, ya que tiene muchas más deducciones. Más allá del 
aspecto formal y de que la ley debería marcar los límites, el problema se genera cuando el límite no es 


tan alto o si es mensual. Por ejemplo, los abogados pueden tener un cliente que en el año les haya 
salvado todos los costos. Entonces, aquí habría una incertidumbre que, quizás, se podría salvar. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- En lo que a salvar se refiere, nosotros proponíamos la eliminación del 
límite que, en definitiva, es la eliminación de esa parte del inciso. Además, existe un antecedente 
porque, en materia agropecuaria, los productores han sido gravados opcionalmente -podía ser, 
primero, entre el IRA y el IMAGRO, y luego, entre el IRA y el IMEBA- a su voluntad, desde 1985. 


SEÑOR RUBIO.- Ahora se eliminó. 


SEÑOR RAMELA.- Entiendo perfectamente el planteamiento de los colegas, porque me comprenden 
las generales de la ley. Creo que es muy bueno que el Colegio de Abogados no esté discutiendo si hay 
que pagar impuesto o no, porque en la realidad que vive el país -con los impuestos que van a gravar a 
las personas físicas, a los trabajadores y jubilados- los profesionales, necesariamente, tenemos que 
pagar. Ahora bien, el problema se plantea no tanto en lo que tiene que ver con el límite sino en lo que 
se refiere a que haya un pasaje preceptivo. ¿Por qué? Por la afectación que puede existir del principio 
de legalidad pero, además -y no tanto a nivel de los profesionales en general pero sí de los abogados 
en particular- porque el monto no siempre es representativo de la organización empresarial. Por 
ejemplo, un abogado puede trabajar todo un año, percibir más o menos dinero y, en el último mes del 
año, ganar un juicio en el que trabajó durante quince años. Entonces, en este caso puede pasar el 
límite, pero ello no implica que tenga una organización empresarial. Sin embargo, conocemos estudios 
que tienen cuarenta abogados, sesenta procuradores y cien secretarias, que de por sí van a pagar 
impuesto a la renta empresarial, porque les sirve; la lógica económica va a determinar que, en la 
libertad, cada uno elija como corresponde. 


También puede darse el caso de un profesional individual, solo, que incluso trabaje no ya en 
un Estudio sino en su casa y tenga un asunto excepcional. En ese caso, no se lo podría llevar al 
impuesto a la renta empresarial, porque no tiene una estructura, una organización empresarial, un 
sistema e, incluso, un costo para deducir, aunque se considere que podría tener algún asunto grande 
que tribute más. No se lo podría llevar a ese impuesto, porque este profesional vive en una situación 
aleatoria y, como no tiene un costo estructural, juega su vida y su relación profesional según los 
asuntos que se le planteen. 


En lo personal, aunque me comprenden las generales de la ley, me parece muy bien que 
exista un impuesto que afecte a los profesionales, no porque quiera pagar, sino porque creo que el país 
lo necesita y hay que aceptarlo. 


Considero que la solución inteligente es la opción y, tal como decía el señor Senador Rubio, 
en esta ley se establecen formas preceptivas en varias situaciones, y en todas ellas se produce una 
afectación al principio de la legalidad. Además, en este caso, son inconvenientes e inoportunas porque 
el pasaje preceptivo no siempre -por un problema de límite- es el razonable o el adecuado. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Esto es lo que queremos transmitir. Además, quiero poner el acento en lo 
dramático que es una relación personal, que no es igual a esa que podemos tener a través del 
mostrador o en una caja de un supermercado, que es mucho más indiferente. Aquí tenemos una 
relación personal y la persona nos puede estar diciendo que no le sirve que le facturen, porque en un 
honorario alto el 23%, o el 22% después de la rebaja, es mucho. No estamos poniendo los intereses, 
sino acumulando, porque del otro lado, el profesional va a pensar que si factura, se pasa, y si se pasa, 
no va a saber qué hacer. Otra agresión a la seguridad jurídica. 


En el proyecto también se establece que no se sabe por cuánto tiempo va a permanecer en 
el Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas. No se trata de que va a estar comprendido 
por este impuesto por determinado tiempo, ni tampoco que puede estar en el Impuesto a las Rentas de 
las Actividades Económicas para toda la vida. Entonces, esto hace que la ley tributaria, que tiene que 
ser indiferente y gravar las relaciones tal como son y no modificarlas artificiosamente, no respeta la 
realidad del momento y hace que nos transformemos -o que tengamos que transformarnos- en 
empresa, sí o sí. Obviamente, esto conlleva una serie de costos que, para estos abogados comunes, 
simples y “de a pie”, van a ocasionar otro adicional, además del costo tributario, que está implícito, 
obviamente, en la propia disposición. 


Queremos añadir a esta situación dos o tres aspectos que también son importantes con 
relación a este punto. Por ejemplo, en el artículo 31 del proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes, relativo al Impuesto a la Renta de las Personas Físicas, se establecen y se regulan 
las rentas extraordinarias, precisamente, esas rentas que nosotros tomábamos en cuenta y que, 
eventualmente, peligraban pasar al Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas. En ese 
caso, se establece una proporcionalidad a tres ejercicios, pero hay una gran cantidad de juicios -por lo 
menos en el caso de los abogados- que demoran muchísimo más de ese lapso. Entonces, en lugar de 
establecer que se van a proporcionalizar por el número de ejercicios que duró el juicio -estamos 
hablando de un juicio con una fecha cierta de nota de cargo de su demanda y de cuándo tiene una 
sentencia ejecutoriada, lo que quiere decir que tenemos dos fechas ciertas y no hay lugar a dudas de 
que no puede haber manejo- la ley tributaria topea a tres ejercicios, en forma absolutamente artificial. 


Al mismo tiempo, queremos plantear que en lo relativo al Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas, el proyecto utiliza el criterio de lo percibido y no de lo devengado. El criterio de 
imputación de las rentas a un determinado período, en el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Empresariales -actual IRIC y luego en el IRAE- se ha optado por el criterio de lo devengado, que 
supone, en primer lugar, la existencia de un capital circulante que le permita, en este caso, al 
empresario, soportar la pérdida de la incobrabilidad. Ahora bien, el profesional universitario 
normalmente no utiliza ni dispone de capital y estaría financiando, hasta en 18 meses, facturas que no 
pudo cobrar, a los efectos de poder bajarlas del impuesto. Esto supone la utilización de capital, y si la 
factura es muy alta, obviamente el riesgo de incobrabilidad es mayor y, por lo tanto, esto también es un 
incentivo para no facturar. 


Veamos cómo la propia ley tributaria va creando una serie de disposiciones que, en lugar de 
asegurar la recaudación, tienta al contribuyente a no proceder de acuerdo con la ley. 


En la gran mayoría de los impuestos a la renta que hay en otros países, cuando se grava a 
personas físicas y no a empresas, se está gravando en base al criterio de lo percibido y no al criterio de 
lo devengado, porque esto supone una organización empresarial y una estructura de información 
contable necesarias. Lamentablemente, este proyecto de ley no sigue aplicando el criterio de lo 
devengado a las empresas y a las rentas de las personas físicas, especialmente a los sujetos que son 
prestadores de servicios personales y que están fuera de la relación de dependencia. Creo que en 
esto, los uruguayos nos tenemos que dar un baño de humildad porque aquí, prácticamente, no existen 
empresas de gran porte. Ocasionalmente hay algunas que tienen 200 ó 300 trabajadores, lo que es 
mucho para nuestro país, aunque para el resto del mundo es poco. 


La mayoría de nuestras empresas, especialmente las unipersonales, tienen escaso número de 
empleados -o no los tienen- además de poca estructura empresarial. Esa es la realidad. Todas estas 
personas van a ser gravadas con este impuesto adicional, que es soportar el costo de la incobrabilidad. 


El último planteo que queremos realizar es que, aun en el Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas e incluso a efectos del control tributario, se permite mantener una contabilidad de 
carácter simplificado. Esto se puede ver en muchos países, como España o Chile. Los abogados o 
profesionales universitarios pueden mantener una contabilidad en libros que proporciona la 
Administración y así manejan las escasas operaciones que realizan sin necesidad de toda la estructura 
contable que tiene, obviamente, un costo. Entonces, ¿por qué sucede esto? Porque gran parte de los 
beneficios que se les otorga a los contribuyentes empresariales en materia de reinversiones, 
amortizaciones, regímenes promocionales y ajuste por inflación, no se aplica ni beneficia a los 
profesionales universitarios. 


SEÑOR RUBIO.- Este no sería un problema del texto, sino de la Administración. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Para dar seguridad jurídica, nosotros proponíamos que estuviera en el 
texto. Sabemos que en este aspecto la Administración siempre se ha manejado procurando que los 
contribuyentes tengan contabilidad suficiente y hoy por hoy, incluso, se faculta a la propia 
Administración a incluirlos en regímenes especiales como grandes contribuyentes, prácticamente sin 
expresión de fundamento. Hasta un abogado podría estar incluido en ese régimen con todo el costo de 
información contable que conlleva esta circunstancia. Por eso decíamos que era conveniente que 
apareciera la posibilidad de contabilidades de carácter simplificado adaptadas, precisamente, a este 
ejercicio profesional. 


Estamos a las órdenes para contestar todas las preguntas que los señores Senadores 
consideren convenientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la exposición brindada, que ha sido muy documentada e 
informada y es, sin duda, un elemento que enriquece este análisis que estamos haciendo. La idea de la 
bancada del Frente Amplio es de no abrir el proyecto en la Cámara de Senadores, aunque no lo hemos 
resuelto formalmente. Esto no significa que aquellas observaciones que sean muy atendibles - 
formuladas tanto por la delegación que ahora se encuentra presente, como por todas las que nos 
visiten- no vayan a ser atendidas por los Senadores del Gobierno y, en definitiva, por el Poder 
Ejecutivo, sino que, en algunos casos deberá pensarse en la vía reglamentaría y, en otros, en el 
mecanismo de la ley, para poder contemplar aspectos que en esta norma pudieran merecer mayores 
precisiones o, eventualmente, alguna modificación. Estamos diciendo esto a todas las delegaciones, 
para que puedan ir ubicándose en este marco. Estén seguros de que todo lo que se ha manifestado 
aquí es, para nosotros, de la mayor importancia, pero también tenemos que pedir que se nos entienda 
en lo que tiene que ver con las limitaciones de carácter político, técnico y también de tiempo. 


En lo que respecta a esto último, debemos decir que lo que realmente cambió todo fue el hecho de que 
el tratamiento de este proyecto de ley en la Cámara de Representantes insumió mucho más tiempo del 
que se había pensado, lo que, en realidad, en buena parte fue culpa nuestra. 


SEÑOR PEREZ NOVARO.- Por nuestra parte, ante estos comentarios del señor Presidente, el Colegio 
de Abogados, en lo que refiere pura y exclusivamente a este tema -sin entrar en aspectos de 
definiciones políticas, pues no estamos autorizados para hacerlo- reafirma algo que ya todos los 
señores Senadores deben conocer muy bien. Me refiero al rol del Legislador y del debate mismo en la 
materia tributaria, que es sumamente delicada, así como también, y fundamentalmente, la importancia 
de un buen comienzo. Lamentablemente, muchas veces hemos tenido la experiencia de disposiciones 
que, una vez aprobadas, se empiezan a reformar una y otra vez, lo que creemos que también agrede a 
la seguridad jurídica. Por eso decimos que es preferible debatir, buscar la mejor solución, y recién 
después pasar a aprobar, aun sabiendo que, obviamente, hay prioridades, metas y compromisos, lo 
que entendemos perfectamente. 


Así, pues, como integrantes de la sociedad civil, agradecemos al señor Presidente de esta 
Comisión y a todos los señores Senadores, el hecho de que se nos haya recibido y, además, la rapidez 
con que se lo hizo, ya que ayer solicitamos la entrevista. Queremos dejar especial constancia de este 
aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Precisamente, esa rapidez que hemos tenido al recibir a esta delegación es 
una muestra de la rapidez con que queremos que este proyecto de ley sea tramitado en la Cámara de 
Senadores. 


(Se retira de Sala la delegación del Colegio de Abogados) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


